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Introducción

El proyecto de ley marco sobre Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos tiene por objeto establecer las bases normativas generales para que el Estado de Chile asuma su responsabilidad internacionalmente comprometida en relación a la salud y los derechos sexuales y reproductivos de mujeres y hombres, señalar la manera cómo estos derechos representan no sólo el cumplimiento de obligaciones internacionales, sino que también la materialización de los derechos fundamentales incorporados al ordenamiento jurídico vigente, tanto aquellos emanados de los tratados de derechos humanos ratificados por nuestro país y actualmente vigentes, así como los expresados en el propio texto constitucional que involucran aspectos de la sexualidad la y reproducción. El presente proyecto también tiene por finalidad sistematizar y dar contenidos específicos a la salud y los derechos sexuales y reproductivos, en el entendido de que se trata de temas importantes para la sociedad chilena
.

Los conceptos de salud y derechos sexuales y reproductivos han sido formulados por las agencias de las Naciones Unidas y son conceptos claves para comprender la orientación de este proyecto de ley marco y son construidos a partir de un consenso internacional del cual Chile es parte. Estos conceptos se definen a continuación.

Salud Sexual y Reproductiva

A partir de la definición del derecho a la salud acuñado en la Constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS), se entiende que todas las personas tienen derecho a alcanzar el más elevado nivel de salud sexual y reproductiva (SSR). La SSR corresponde a lo definido por la OMS y se encuentra contenido en el

Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo realizada en El Cairo en 1994‑

Salud sexual

La salud sexual ha sido definida por la OMS como la integración de los aspectos somáticos, emocionales, intelectuales, sociales y culturales del ser sexual, de manera de enriquecer positivamente y fortalecer la personalidad, la comunicación y el amor.

La salud sexual es la capacidad que tienen mujeres y hombres de disfrutar y expresar su sexualidad, sin coerción, violencia, ni discriminación y sin riesgo de adquirir infecciones transmitidas sexualmente y/o de tener embarazos no planificados o no deseados. La salud sexual significa ser capaz de expresar y sentir placer, tener relaciones sexuales que se desean y se escogen. Supone tener relaciones sexuales sin riesgos y tener acceso a educación sexual y servicios de salud integrales.

Una sexualidad sana exige conocimiento de sí mismo/a, respeto hacia uno/a mismo/a y hacia los demás, comprensión, responsabilidad en el manejo de la libertad, sensibilidad hacia los sentimientos y necesidades propias y de otras personas.

La salud sexual está encaminada al desarrollo de la vida y de las relaciones personales y no meramente al asesoramiento y la atención en materia de reproducción y de infecciones de transmisión sexual. (CIPD, El Cairo, párrafo 7.2)
.
Salud reproductiva

La salud reproductiva es la condición en la cual se logra el proceso reproductivo en un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente ausencia de enfermedades y dolencias, en todos los aspectos relacionadlos con el sistema reproductivo, sus funciones y procesos. Incluye el derecho de acceder a la información, a los métodos de regulación de la fertilidad y a servicios de salud integrales.

Estas definiciones implican que las personas tengan la capacidad de reproducirse, que puedan hacerlo con los mínimos riesgos, que se pueda regular la fertilidad de modo que las personas o las parejas puedan decidir libremente si tener o no hijos, cuantos y cuando, y que puedan disfrutar de relaciones sexuales sanas, felices y voluntarias. También implican que la reproducción se complete de modo satisfactorio a través de la supervivencia, el crecimiento y desarrollo del lactante de modo que los hijos y las hijas puedan llegar en óptimas condiciones a la vida adulta. Implica además que la mujer puede vivir con seguridad el embarazo y el parto, que puede conseguir la regulación de su fertilidad sin riesgos para su salud, y que las personas pueden tener relaciones sexuales seguras.

Sobre este tema, el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (CIPD 94) estableció "el derecho a alcanzar el nivel más elevado de salud sexual y reproductiva" (párrafo 7.3) y "el propósito de los programas de planificación de la familia debe permitir a las parejas y las personas decidir de manera libre y responsable el número y espaciamiento de sus hijos y obtener la información y los medios necesarios para hacerlo, asegurándose de que ejerzan sus opciones con conocimiento de causa y tengan a su disposición una gama completa de métodos seguros y eficaces" (párrafo 7.12)
.

Para poder tomar y consecuentemente ejercer las decisiones sobre su vida sexual y reproductiva, en el contexto del respeto y protección que los derechos humanos, las personas deben contar con toda la información, educación y orientación en materias de sexualidad y reproducción, así como también con servicios de atención integral en salud sexual y reproductiva y con medios o métodos adecuados a ello. Todas las personas tienen derecho a ser informadas y asesoradas con el fin de permitir la vivencia de la sexualidad libre del riesgo de contraer enfermedades, incluyendo infecciones de transmisión sexual y VIH/SIDA y embarazos no deseados o no planificados. Es de especial interés reconocer los derechos de los y las adolescentes a ejercer sus derechos sexuales y reproductivos sin discriminación tanto en el acceso a servicios como a la información para preservar su salud sexual y reproductiva.

El concepto de salud sexual y reproductiva está centrado en las personas y sus derechos y en la perspectiva de género, más que en metas poblacionales, programáticas o políticas. En este enfoque, las personas son sujetos activos en lo que se refiere a su salud, más que objetos pasivos. Es un enfoque integral, que transciende el enfoque tradicional, centrado en la biología y la medicina, y cobra una dimensión mayor al abarcar un ámbito más amplio de las necesidades humanas e involucrar aspectos tales como libertad, desarrollo individual, género y calidad de vida. Se relacionan con el concepto de derechos sexuales y reproductivos, en la medida en que el pleno bienestar en el plano sexual y reproductivo se obtiene cuando las personas ejercen y exigen sus derechos.

Conceptos fundamentales del proyecto ley marco

Libertad

La libertad se encuentra profundamente involucrada en los derechos sexuales y reproductivos en dos niveles decisivos. Por un lado, la sexualidad ha sido espacio de dominación y esclavitud a lo largo de la historia, expresión de una pérdida inaceptable de libertad en el campo de la intimidad y de la afectividad. Esta ausencia ha permitido la violencia de género, el maltrato y el abuso sexual de menores, retardando una reacción social y comunitaria al respecto. Por otra parte, históricamente la libertad ha consistido en la capacidad de instaurar nuevos comienzos en la vida individual y colectiva. La libertad permite el nacimiento de acciones creativas que instauran nuevas condiciones de existencia para la justicia social e individual.

Preservar la libertad en el ámbito de la sexualidad y de la afectividad es equivalente a conferir a la subjetividad de cada persona, la posibilidad de un accionar responsable, voluntario y creativo en el ámbito de los comportamientos sexuales y afectivos.

Autonomía

La noción de autonomía ha sido objeto de múltiples publicaciones y reflexiones. Se define la autonomía como la capacidad que tiene cada persona para adoptar normas, reglas y criterios que permiten la construcción de una voluntad individual, expresada en múltiples comportamientos y respetuosa de la autonomía de las otras personas.

La autonomía no quiere decir ni autarquía, ni rechazo de toda trascendencia, ni un dominio total de la vida psíquica. Nacemos y vivimos en medio de otros, en una sociedad que no hemos elegido, en un medio lingüístico, en una cultura específica. Ella manifiesta la decisión y la voluntad de acompañar el conjunto de procesos que se desprenden de la vida sexual y afectiva sin olvidar la propia biografía, el respeto de los/las otros/as y la exigencia de derechos que aseguren el adecuado desarrollo de la vida individual.

La autonomía es la posibilidad para que a cada persona se le reconozcan sus derechos, sin renunciar ala propia identidad, a sus deseos y proyectos.

Igualdad/ Equidad/ Empoderamiento

Es posible afirmar que las nociones de igualdad/equidad/empoderamiento son parte de un mismo proceso. La igualdad/equidad cuando se promueve por medio de derechos hace visible el espacio legítimamente ocupado por cada persona. La visibilidad permite y posibilita el empoderamiento. A través de éste las personas se apropian de su realidad social convirtiéndose en actores.

La igualdad en el campo de los Derechos Sexuales y Reproductivos precisa el empoderamiento y la capacidad de asumirse de forma autónoma. Este empoderamiento es aún más importante cuando abordamos el amplio tema de la supresión de la desigualdad de género.

La relación entre perspectiva de género y Derechos Sexuales y Reproductivos introduce estos derechos en el ámbito de la igualdad de género, de la autonomía de las personas respecto de los estereotipos sociales, de la promoción y del reconocimiento de las diferencias.

La dificultad de la igualdad/equidad de género es que supone un tipo de igualdad que impone el reconocimiento y la aceptación de la diferencia. De ahí la íntima relación entre igualdad/equidad y empoderamiento.

Justificación ética

Habitualmente la ética se enuncia a través de principios, pero su presencia en el mundo social e individual se expresa a través de la capacidad de discusión y diálogo, de apropiación y traducción de estos principios a los problemas concretos de las personas.

La justificación ética de este Proyecto de Ley amerita una distinción entre interpretación y apropiación. La interpretación está presente en toda actividad de la vida y en particular en la construcción de ciencias y saberes. Pero la ética es algo más que la interpretación. Es la capacidad de apropiarse de las interpretaciones en el marco de la propia vida y de la corporalidad. Esta apropiación genera una nueva capacidad de interpretación, atenta a las realidades individuales profundas.

La justificación ética de este proyecto se concentra en dos aspectos específicos:

En primer lugar, a través de la necesidad de volver visibles comportamientos, decisiones y opciones que se expresan en el ámbito de la Salud y los Derechos Sexuales y Reproductivos. Su invisibilidad impide la reflexión y la evaluación ética de las prácticas en el campo de la sexualidad y afectividad. El reconocimiento, evaluación y reflexión de estos comportamientos son esenciales para la profundización de la ciudadanía que se expresa en función de nociones como bienestar, calidad de vida, acceso equitativo a la riqueza social, posibilidad de opción, de regulación y de responsabilidad individual y colectiva.

En segundo lugar, la ética que se desarrolla en el ámbito del sujeto y de la subjetividad permitiendo la apropiación individual de los derechos que se desprenden de la ciudadanía, corregir y enriquecer estos derechos en función de la experiencia personal.

Al respecto, los Derechos Sexuales y Reproductivos manifiestan una nueva manera de comprender la ciudadanía y la democracia de las diferencias. Este tipo de democracia se manifiesta como un gran progreso respecto de formas políticas anteriores, puesto que estos derechos permiten la existencia de comunidades que al ser capaces de convivir con la diferencia incorporan los nuevos patrones culturales sobre sexualidad y afectividad.

Diferencia y subjetividad son fuente de reflexión esencial del campo de la ética. En este sentido, los Derechos Sexuales y Reproductivos abren la posibilidad de vivir la propia sexualidad y reproducción protegida por la información y el acceso a servicios‑.

Finalmente, la ética nos plantea un desafío que sobrepasa a los Derechos Sexuales y Reproductivos, esto es construir discursos, generar reflexiones que tengan por objeto dar cuenta de las vidas cotidianas, en lugar de construir modos que terminan por esclavizar, ignorar y despreciar los comportamientos más íntimos y vitales.

Derechos Sexuales y Reproductivos

Los Derechos Humanos constituyen el marco general en el cual se construye la noción de derechos sexuales y reproductivos, en consecuencia el actual proyecto de ley es una iniciativa cuyo contenido se erige como receptor y complemento de los enunciados del artículo 5° de la Constitución Política del Estado. Los derechos sexuales y reproductivos son un reflejo del carácter progresivo de los derechos humanos. Estos últimos no se agotan en un catálogo determinado, pues están incluidos todos aquellos que pertenecen a las personas, por el solo hecho de ser tales.

Según el Fondo de Población de las Naciones Unidas, el concepto de derechos sexuales y reproductivos está ligado al conjunto de derechos humanos. No son separados ni separables de los derechos civiles, políticos y sociales. Implican una concepción más amplia de ciudadanía, y se vinculan con el derecho a la salud, a la libertad individual, a la libertad de pensamiento, de conciencia y religión, de opinión y expresión, a la información y educación, a la decisión de formar o no una familia, a vivir libre de maltrato y al acceso a los beneficios del progreso científico, entre otros.

Originalmente, los derechos reproductivos se entendieron como el derecho básico de las parejas e individuos para decidir libre y responsablemente sobre el número y espaciamiento de sus hijos, y el derecho de tener la información, educación y medios para hacerlo. En términos más amplios, hoy se considera que, además, incluyen aquellos derechos básicos de las personas a acceder y obtener la información, los servicios y el apoyo necesarios para tener una vida sana, libre y plena en el ámbito de la salud reproductiva y sexual, sin discriminación de edad, género, raza, identidad sexual, estado civil, condición socio‑económica, etc. Las personas tienen el derecho de poder ejercer o no la sexualidad y poder vivirla en forma segura, sin riesgo de infecciones de transmisión sexual y en forma independiente de la reproducción. Esto implica el derecho a alcanzar el nivel más elevado de salud sexual y reproductiva, así como el derecho a adoptar decisiones sobre la sexualidad y la reproducción sin sufrir discriminación, coerción ni violencia.

El Estado de Chile ha hecho expreso reconocimiento que los derechos sexuales y reproductivos son un conjunto de derechos humanos, ya recogidos en instrumentos internacionales y en el ordenamiento jurídico nacional
. Como derechos que han servido de piedra angular de los derechos sexuales y reproductivos se hallan el derecho a la vida, la igualdad ante la ley, la integridad física y síquica a la libertad personal y seguridad individual, el derecho a la privacidad e intimidad, el derecho a la salud, y el derecho a la educación principalmente, los que se encuentran consagrados en nuestra Constitución.

Acuerdos y convenciones suscritos por Chile

En el contexto de los acuerdos y convenciones internacionales suscritos por Chile, el Estado debe garantizar la provisión de servicios en salud, educación y justicia, de modo que las personas puedan contar con adecuada protección de la salud y de los derechos sexuales y reproductivos mencionados. Chile ha suscrito diversos instrumentos y acuerdos internacionales en este sentido, entre los que destacan:

•
Declaración Universal de Derechos Humanos (1948).

•
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966).

•
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Dto‑778 D. Of. 29 de Abril de 1989), adoptado en la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante Resolución 2200 A (20 de Agosto de 1992).

Convención Americana de Derechos Humanos (1969).

•
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW, 1979).

•
Convención sobre los Derechos del Niño (1989).

•
Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (CIPD, El Cairo 1994), en la cual el concepto de Salud Sexual y Reproductiva (SSR) reemplazó el concepto de control demográfico del crecimiento de la población.

•
Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer (Beijing, 1995), la cual ratifica el concepto de SSR aprobado en la CIPD.

Los derechos y libertades fundamentales que derivan de derechos humanos reconocidos como tales por diversos instrumentos jurídicos internacionales se encuentran incorporados al ordenamiento jurídico chileno y tienen rango constitucional, en virtud de 1o dispuesto en el artículo 5° inciso 2° de la Constitución Política de la República. Por otra parte, y a pesar de que los acuerdos internacionales no tienen un carácter vinculante se les reconoce como fuentes generadoras de consenso a los cuales han llegado los Estados, y sirven para que los Estados diseñen las bases de las políticas públicas y desarrollen acciones tendientes a alcanzar los objetivos internacionalmente acordados. Con el fin de otorgarle exigibilidad al marco de los derechos, no puede prescindirse de los tratados internacionales de derechos humanos que recogen los derechos sexuales y reproductivos, en especial la Observación General N° 28 sobre !a igualdad entre hombres y mujeres del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Observación General N° 14 sobre el Derecho a !a Salud del Pacto Internacional de los Derechos

Económicos, Sociales y Culturales
, la Observación General N° 15 Comité CEDAW para evitar la discriminación contra la mujer en las estrategias nacionales de acción preventiva y lucha contra el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA)
, Observación General N° 24 sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
, la Observación General N°5, del Comité de Derechos del Niño, sobre medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos de los Niños 2003.

La CEDAW contiene importantes estándares y observaciones generales sobre el derecho a la salud de las mujeres y ha hecho recomendaciones específicas al Gobierno de Chile. Lo mismo ha hecho el Comité de Derechos Humanos, el Comité del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Comité de los Derechos del Niño y del Comité contra la Tortura en temas y áreas relativas a la sexualidad y la reproducción.

Al acoger el marco de Derechos Humanos en el cual se encuentran insertos los derechos sexuales y reproductivos, el Estado Chileno se ha comprometido a que su accionar respete, garantice y promueva estos derechos y a asegurar a la población la posibilidad de ejercerlos.

En la perspectiva anterior le corresponde al Estado promover los cambios culturales, sociales, económicos, políticos e institucionales necesarios para el pleno ejercicio de estos derechos. El Estado a través de los órganos centralizados y descentralizados deberá promover e impulsar en miras del bien común, en concordancia con el artículo 1° de la Constitución Política de la República,
 una educación no discriminatoria. Vale decir, promover una educación que reconstruya los roles socialmente asignados que mantienen la desigualdad de género y que enfatice una valoración positiva de la sexualidad entendida como un aspecto fundamental en todas las etapas de la vida, con el fin de contribuir a que las personas asuman las responsabilidades que conlleva el ejercicio de la sexualidad, en todos sus aspectos, de tal manera que hombres y mujeres decidan con plena autonomía el ejercicio de su vida sexual y reproductiva. También le corresponde al Estado un rol preponderante en la generación de espacios pluralistas que permitan el debate y diálogo públicos sobre esta materia.

Todos los órganos y agentes del Estado deberán elaborar, ejecutar y evaluar sus acciones en esta materia respetando y promoviendo el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos. Asimismo todas las políticas y acciones públicas en la materia deberán ser elaboradas, ejecutadas y evaluadas del modo que mejor aseguren la efectiva vigencia de estos derechos para todas las personas y teniendo en cuenta la necesaria participación de la comunidad.

Las políticas públicas, programas, servicios y acciones sobre salud y derechos sexuales y reproductivos deberán siempre promover relaciones de igualdad y respeto mutuo entre hombres y mujeres. Deberán además, promover y reforzar la responsabilidad masculina, a fin de que los hombres, adultos y jóvenes, tengan responsabilidad de su comportamiento sexual y reproductivo en la perspectiva de modificar los patrones socioculturales de hombres y mujeres. Eliminando de esta manera las prácticas y los prejuicios que estén basados en la idea de inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

Es obligación del Estado prevenir, erradicar y sancionar todas las formas de violencia contra las mujeres, las niñas y los niños, tanto aquellas que se ejercen en espacios públicos como privados, de acuerdo a lo dispuesto en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, vigente en Chile, también conocida como la Convención de Belém do Pará. Las obligaciones de derechos humanos también se inscriben en el desarrollo formulado en la Recomendación General N° 19 sobre Violencia de la CEDAW adoptada en 1992.

Los derechos sexuales y reproductivos en tanto derechos humanos se erigen sobre el principio de igualdad de todas las personas, y dan sustento a la construcción de una sociedad democrática, pluralista, tolerante que se basa en el reconocimiento de la diversidad, con igualdad de oportunidades para hombres y mujeres. En consecuencia se prohíbe toda forma de discriminación en el ejercicio de estos derechos. Se entiende por discriminación cualquier exclusión, menoscabo, restricción o diferenciación arbitraria basada en el sexo, la edad, la orientación sexual, el estado civil, el origen étnico o social, religión o creencias, discapacidad o cualquier causa análoga. Las personas y la sociedad civil tienen el derecho a exigir del Estado que cumpla sus deberes, lo que es consecuencia de la responsabilidad que se reconoce a los/las ciudadanos/as para generar sus derechos.

En esta perspectiva, el Estado se debe a la acción de los sujetos a fin de construir una sociedad más justa, más conforme a sus propios intereses y a sus necesidades. De esta forma se construyen los derechos fundamentales, los tratados internacionales, las conferencias y las leyes. Esta construcción da cuenta de una historia a través de la cual las personas van estableciendo estos derechos. Por lo tanto, no podemos sino concluir que la breve historia de los derechos sexuales y reproductivos es parte de la generación de un orden jurídico en respuesta a necesidades humanas. En definitiva una ley marco sobre salud y derechos sexuales y reproductivos viene a ser la consagración de una realidad histórica indesmentible.

Los servicios necesarios

La atención integral de la salud sexual y reproductiva incluye el conjunto de métodos, técnicas y servicios que contribuyen a la salud y al bienestar reproductivo, al prevenir y resolver los problemas relacionados con la sexualidad y la reproducción. Incluye, también, como objetivo, el desarrollo de la vida y de las relaciones personales y no solamente el asesoramiento y la atención en materia de reproducción e infecciones de transmisión sexual. Para responder a las necesidades en los diferentes períodos de la vida, los centros que imparten programas de educación y servicios en salud sexual y reproductiva deben incluir:

-
La educación sobre la sexualidad y la reproducción, que permita a las personas tomar las decisiones informadas más adecuadas. 
-
La información, educación y medios para decidir si tener hijos, cuándo y cuántos. Esto incluye la entrega de métodos anticonceptivos, conjuntamente con la educación y orientación necesarias que permita a las personas escoger los que son más apropiados para ellas. Para esto, se requiere acceso a métodos anticonceptivos seguros y eficaces, tanto femeninos como masculinos, y a la esterilización quirúrgica voluntaria, así como poder decidir qué método usar de acuerdo con las circunstancias y preferencias de cada cual y conforme a sus pautas de valores y creencias.

-
La educación y atención vinculadas al embarazo, parto y postparto, incluyendo los roles parentales.

-
El cuidado del crecimiento y desarrollo de los hijos y las hijas, incluyendo la promoción de la lactancia, de modo que puedan llegar en óptimas condiciones a la vida adulta.

-
La prevención de la infertilidad y el tratamiento y apoyo de la pareja infértil.

-
La atención adecuada y humanitaria de las complicaciones del aborto, desde un enfoque de derechos humanos.

-
La prevención, detección precoz y tratamiento oportuno de las infecciones de transmisión sexual y VIH/SIDA.

-
La atención adecuada y humanitaria a las personas viviendo con el VIH/SIDA, desde un enfoque de derechos humanos.

-
La prevención, detección precoz y tratamiento oportuno de las enfermedades del aparato reproductivo, incluyendo el cáncer cervicouterino, de mama y de próstata y de la patología endocrina relacionada.

-
La atención de las personas que son o han sido víctimas de violencia sexual, incluyendo una efectiva protección legal contra la violencia sexual e información sobre las instancias y los mecanismos para enfrentar este problema.

-
La información suficiente para poder tomar decisiones libres sobre intervenciones quirúrgicas y otros tratamientos sobre el propio cuerpo.

-
La educación y atención de las necesidades biomédicas y psicosociales de la mujer fuera de los períodos reproductivos de la vida, como son la infancia, menopausia y post-menopausia, lo que incluye la preparación para la vida sexual y reproductiva así como la atención de las consecuencias de la vida sexual y reproductiva.


-
La atención de los aspectos relacionados de salud mental.

-
La atención en los servicios de salud con perspectiva de género, confidencialidad y respeto por la intimidad de las personas.

Situación de la salud y los derechos sexuales y reproductivos en Chile

Chile ha experimentado grandes cambios sociales, culturales, políticos y económicos en las últimas décadas. Hay una creciente libertad política, desarrollo de la economía, mayor acceso a bienes de consumo y a diversas tecnologías, cambios en la estructura de las familias y mayor participación femenina en el ámbito laboral y educacional. Estas transformaciones se acompañan de escasa participación de la ciudadanía, acceso inequitativo al desarrollo económico y discriminación de género en el mercado laboral. Hay también cambios importantes en el ámbito de la sexualidad y la reproducción como el inicio más precoz de las relaciones sexuales, la disminución de la fecundidad y la conformación de muy diversos tipos de parejas y de familias. Hay altas tasas de embarazos en adolescentes en un ambiente que no reconoce la sexualidad juvenil y donde el acceso de los jóvenes a la educación y los servicios está seriamente limitado
.

En este contexto, se ha privilegiado la atención de las madres y loslas niños/as, tema importante pero no único en salud sexual y reproductiva. Algunos indicadores de salud de las mujeres, especialmente en su etapa reproductiva, y de la salud infantil muestran grandes avances y son similares a los de países desarrollados. Chile es actualmente uno de los países de la región y del mundo con los mejores indicadores en el campo de la salud maternal e infantil.



Chile ha desarrollado políticas y programas exitosos en materia de regulación de la fertilidad
 . La mortalidad materna era muy elevada en 1964, con una tasa de 118 muertes maternas por 100.000 nacidos vivos siendo el aborto la causa de alrededor de 40% de esta muertes. Por eso, durante e1 gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, se formuló la política de planificación familiar del Gobierno de Chile cuyo objetivo fue "reducir tos riesgos asociados a la práctica de/ aborto inducido en condiciones inseguras"... "garantizando el respeto a la conciencia de las personas y su dignidad".

El éxito de este programa se ha expresado en la continua reducción de la tasa de mortalidad materna, la que llegó en el año 2004 a 17 muertes maternas por 100.000 nacidos vivos, cifra comparable a la de los países desarrollados
. Por esta razón, el Gobierno de Chile ha mantenido el apoyo a las actividades de regulación de la fertilidad, con objetivos similares a los iniciales y la población de usuarias de anticonceptivos bajo control en establecimientos del SNSS ha crecido notablemente de 600.374 mujeres en 1990 a 1.141.798 en 2005, siendo este importante aumento atribuible a una mayor demanda espontánea de parte de la población
. Avances recientes han sido las nuevas Normas Nacionales sobre la Regulación de la Fertilidad y la aprobación de la comercialización de la anticoncepción de emergencia.

Otra razón para e! descenso de las tasas de mortalidad materna es que las atenciones por embarazo, aborto, parto y puerperio se realizan mayoritariamente en servicios públicos de salud y que la mayoría de los partos son atendidos por personal profesional. Sin embargo, la medicalización de la atención del parto ha tenido consecuencias positivas y negativas para las mujeres y sus hijos. Por una parte, ha mejorado significativamente los indicadores de salud materno-infantiles y, por otro lado, ha aumentado en forma desproporcionada los partos por cesárea.

También se han realizado algunos avances en otras materias que conciernen a la salud sexual y reproductiva. La ley de VIH/SIDA, n° 19.779, del 17 de diciembre de 2001, constituyó uno de los primeros hitos de formulación y propuestas legislativas en que organizaciones de la sociedad civil trabajaron en conjunto con miembros del poder Legislativo. Además se han realizado campañas periódicas de prevención de esta infección. Cabe destacar también la legislación en el área de violencia intrafamiliar y sexual y la normativa que regula la atención de las personas que han sufrido violencia sexual, la ley de divorcio y la creación de los tribunales de familia.

Sin embargo, hay numerosos problemas pendientes. A pesar del programa de planificación familiar, siguen existiendo embarazos no deseados o no planificados, lo que constituye un grave problema de salud personal, familiar y social. En Chile el aborto es ilegal y está penalizado, por lo que no hay estadísticas sobre el tema. El número de abortos que se practican en Chile es desconocido. Las estimaciones del número de abortos clandestinos que se practican anualmente en el país varían entre 159.650
, " 200.000
, y alrededor de 60.000
 abortos. Los egresos hospitalarios por aborto, en los servicios de salud públicos y privados del país, disminuyeron de 36.528 a 29.546 entre 1990 y 2000
 y el aborto fue la causa de 4 de las 42 muertes maternas registradas en el año 2004
.

Por otra parte, los y las jóvenes no cuentan con suficiente información y educación en sexualidad y reproducción, ni tienen acceso adecuado a servicios de salud sexual y reproductiva que brinden atención integral, confidencial y de calidad. Un alto porcentaje de adolescentes inicia su vida sexual sin protección anticonceptiva, se embaraza sin planificarlo y sufre las consecuencias de ello, situación que se ve agravada cuando las jóvenes provienen de sectores de bajos ingresos y de áreas rurales. La elevada tasa de embarazos en adolescentes es uno de los problemas más serios de salud reproductiva y salud pública que debe enfrentar el país. Estas tasas se derivan de la edad temprana de inicio de actividad sexual, en la mayoría de los casos sin uso previo de protección anticonceptiva. En las ultimas dos décadas, del total de nacidos vivos en Chile, cerca del 15% (entre 35 y 40 mil nacidos cada año) es de madres menores de 19 años y estos niños y niñas están expuestos/as a mayores riesgos biológicos, psicológicos y sociales. La gran mayoría de los embarazos en adolescentes se produce en los sectores más pobres de la población, y en muchos casos los embarazos en niñas de corta edad se relacionan con violencia sexual y específicamente incesto. De acuerdo a las cifras disponibles, hoy hay cerca de 680 mil niños y niñas que tienen menos de 19 años y cuyas madres eran adolescentes cuando les tuvieron, perteneciendo la gran mayoría a los sectores de menores recursos
.
El inicio precoz de la vida sexual sin protección, también ha determinado un aumento de la prevalencia de infecciones de transmisión sexual (ITS) en los jóvenes. Esta situación es muy preocupante dado que las ITS, además de afectar la salud de mujeres, hombres y niñas/os, predisponen a que las personas puedan adquirir el VIH/SIDA y/o desarrollar un cáncer cervical en el caso que la ITS sea provocada por el virus papiloma humano. Algunas ITS también pueden dejar otro tipo de secuelas, como dolor crónico, complicaciones del embarazo e infertilidad, entre otras.

La infertilidad afecta a un 10% a 15% de las parejas en Chile. Ha aumentado el acceso de algunos sectores de la población a las tecnologías modernas para el diagnóstico y tratamiento y ha incrementado el número de centros a nivel nacional que ofrecen atención a parejas infértiles pero casi todos estos centros son privados. Los procedimientos para el diagnóstico de la infertilidad y las técnicas de reproducción asistida tienen un costo muy alto, y las ISAPRES no cubren la mayoría de estos gastos que la mayoría de las parejas infértiles debe pagar con recursos propios. Las parejas de escasos recursos no pueden acceder a los procedimientos para el diagnóstico de la infertilidad y a los procedimientos de reproducción asistida, herramienta esencial en muchos casos para el tratamiento de la infertilidad.

zz 
El cáncer cervicouterino ocupa el cuarto lugar entre las muertes por cáncer en las mujeres en nuestro país
. Existen diferencias en la realización del PAP, examen que permite el diagnóstico temprano, según estrato socioeconómico. El cáncer cervicouterino está asociado a la infección por virus del papiloma humano (VPH), resultado de la actividad sexual. Por lo tanto, podría prevenirse si existieran programas adecuados de prevención de las infecciones transmisibles por vía sexual y si se promoviera el uso del condón, particularmente entre los y las jóvenes, como una manera de evitar la infección por el VPH. El cáncer mamario ocupa el segundo lugar como causa de muerte por tumores malignos en las mujeres, pero los índices de detección precoz dejan mucho que desear.

Los hombres han tenido y tienen una muy baja participación en el cuidado de los procesos reproductivos. Hay barreras socioculturales relacionadas con un espacio que tradicionalmente se ha considerado femenino y con el temor a la disminución del placer o la virilidad por el uso de métodos anticonceptivos, así como también con la falta de información de los hombres respecto de cuestiones relacionadas con su sexualidad, anticoncepción, infertilidad y, en general, con sus propias patologías en salud sexual y reproductiva. La participación masculina en la regulación de la fertilidad es muy escasa. Estudios con varones indican que los hombres no se sienten responsables por las consecuencias del ejercicio de su sexualidad, delegando en la mujer la responsabilidad frente a la prevención de un embarazo
. Los datos provenientes de las atenciones en los servicios públicos de salud muestran que la mayoría de los condones son solicitados por las mujeres. La vasectomía es un procedimiento casi desconocido, que se realiza sólo a partir del 2002, en muy pocos hospitales y en un porcentaje muy bajo (0.8% de todas las esterilizaciones quirúrgicas). Los últimos datos dan cuenta de esta realidad; según informe de FLACSO‑Chile y UNFPA la mayor proporción de esterilizaciones masculinas son realizadas a mayores de 35 años (78,7%), mientras que para el caso de las esterilizaciones femeninas, si bien también en su mayoría son efectuadas a mujeres mayores de 35 años de edad (53,1%), existe una prevalencia de un 46,3% en mujeres de entre 20 y 25 años, lo que hace relación con la actual tendencia a la disminución de las tasas de fecundidad en Chile
.
Los estudios de calidad de atención y enfoque de género en servicios de salud reproductiva y planificación familiar en Chile son escasos y no muy recientes. Muestran que los positivos indicadores biomédicos no están acompañados de adelantos en la calidad de atención desde una perspectiva de género ni de actualización en los contenidos técnicos. Todos informan que hay muchas carencias en los distintos niveles y estamentos, como gestión en salud, infraestructura, recursos materiales y humanos y relaciones interpersonales. No se incorpora la satisfacción de necesidades y el ejercicio de derechos de las usuarias. En muchos servicios no se brinda la atención adecuada, sea por falta de capacitación de los/las proveedores/as, ausencia de normas actualizadas, desinformación de las/os usuarias/os, oferta limitada de anticonceptivos, infraestructura inadecuada, personal limitado y atención discriminatoria contra los/as jóvenes y/o sin un enfoque de género.

La violencia contra las mujeres, el femicidio y la violencia sexual siguen siendo un grave problema nacional aunque en los últimos años, la violencia contra las mujeres ha sido objeto de extendidas campañas de denuncia, ha constituido tema de investigación y se han aprobado numerosos instrumentos legales y recomendaciones. La aprobación de la Ley 20.066, de Violencia Intrafamiliar del año 2005, produjo una mayor sensibilización de la población frente al tema y permitió debatir y develar este problema en el ámbito público, lo que se ha traducido en un aumento significativo de las denuncias por violencia intrafamiliar.

No se han implementado los mecanismos necesarios para difundir los derechos sexuales y reproductivos, de modo que la población los desconoce y no puede exigir el cumplimiento de estos acuerdos
. 
Hay sectores de la población que se ven particularmente afectados por esta situación. Entre ellos están los y las jóvenes, las mujeres excluidas socialmente, y las personas que expresan una orientación sexual diferente del sexo biológico.
El derecho a la información se ve vulnerado en el caso de los/as adolescentes. Frente a la mayor incidencia de relaciones sexuales prematrimoniales, el inicio sexual de las mujeres a edades más tempranas y la alta tasa de embarazos en adolescentes, resulta particularmente grave la falta de educación sexual en los colegios. Al no implementar una política preventiva eficaz en salud sexual y reproductiva respecto a la población joven, especialmente la falta de información, educación y servicios, se contradicen los acuerdos internacionales suscritos por el gobierno, los que establecen que hombres y mujeres (jóvenes o adultos) puedan ejercer su derecho a estar informados y a tener acceso a métodos seguros, efectivos y aceptables de regulación de la fertilidad y prevención de infecciones de transmisión sexual.

El derecho a la equidad es tal vez uno de los menos respetados ya que todos los indicadores de salud sexual y reproductiva revisados muestran que los problemas se concentran en los sectores más pobres de la sociedad. Ejemplos claros de esto es la distribución de los embarazos en adolescentes, la menor cobertura anticonceptiva en las mujeres menos educadas y el que sólo las mujeres pobres son condenadas por practicarse un aborto.

El derecho a la libertad de conciencia se ve coartado, un ejemplo de esto es la reciente resolución del Tribunal Constitucional que determina que la anticoncepción de emergencia no esté disponible en los servicios públicos de planificación familiar y que este método solo está disponible en farmacias con receta retenida. El derecho a la elección está limitado por las escasas opciones a métodos anticonceptivos en el sistema público de salud y por las dificultades que tienen hombres y mujeres para acceder a la esterilización quirúrgica. El derecho a los beneficios del progreso científico se ve coartado porque los procedimientos de reproducción asistida están disponibles en un solo centro en el sistema público de salud.

El derecho a la salud se ve afectado por la falta de información y de campañas efectivas de prevención de ciertas patologías como las ITS o por la escasa prioridad que tiene la atención de la salud de los hombres ya que, en la perspectiva de los servicios de salud y en el contexto social y cultural, la salud sexual y reproductiva es tema de mujeres. También se ve afectada la salud de las mujeres por la inadecuada prevención del cáncer de mama, de la infección por el virus del papiloma y su secuela, el cáncer de cuello uterino, o por el incremento de los partos por cesárea.

POR LO TANTO,

Los diputados que suscribe vienen en someter a la consideración de este Honorable Congreso Nacional el siguiente,

PROYECTO DE LEY MARCO SOBRE SALUD Y DERECHOSSEXUALES Y REPRODUCTIVOS

Titulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1.-
La presente ley tiene por objeto establecer las bases normativas generales para la protección de la salud sexual y reproductiva y para el reconocimiento, garantía, protección y promoción del ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproductivos de la población, en concordancia con lo dispuesto en el inciso 2° artículo 5° de la Constitución Política de la República. Por consiguiente obliga a todos los órganos del Estado y al conjunto de la comunidad a dar cumplimiento a las obligaciones aquí establecidas.

Artículo 2.-
El Estado a través de sus órganos, deberá promover las acciones de salud sexual y reproductiva y los cambios culturales, sociales, económicos políticos e institucionales necesarios para el pleno ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos.

Con especial énfasis, el Estado, a través sus órganos, deberá promover e impulsar en miras del bien común, una educación no discriminatoria, y que promueva la equidad de género. Esta educación debe enfatizar una valoración positiva de la sexualidad, entendida como un aspecto fundamental en todas las etapas de la vida, con el fin de contribuir a que las personas asuman las responsabilidades que conlleva el ejercicio de la sexualidad y reproducción, en todos sus aspectos, de tal manera de que hombres y mujeres decidan en forma libre e informada sobre el ejercicio de su vida sexual y reproductiva.

Artículo 3.-
Todos los órganos y agentes del Estado deberán elaborar, ejecutar y evaluar sus políticas, normativas y acciones sobre sexualidad y reproducción, con participación de la comunidad, promoviendo la salud sexual y reproductiva y el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos del modo que mejor aseguren la efectiva vigencia de los mismos.

Artículo 4.-
Las políticas públicas, normas, programas, servicios y acciones sobre sexualidad y reproducción deberán siempre promover relaciones de respeto mutuo e igualdad entre hombres y mujeres. Deberán además evitar patrones socioculturales sexistas, promoviendo la responsabilidad, la no discriminación y el respeto y eliminando los prejuicios y las prácticas que estén basados en la idea de inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

Artículo 5.-
Se prohíbe toda forma de discriminación en el ejercicio de estos derechos. Para efectos de esta ley, se entenderá por discriminación cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia arbitraria, por acción o por omisión, basada en la raza, color, origen étnico, edad, sexo, género, religión, creencia, opinión política o de otra índole, nacimiento, origen nacional, cultural o socioeconómico, idioma o lengua, estado civil, orientación sexual, enfermedad, discapacidad, estructura genética o cualquiera otra condición social o individual. En particular, se prohíbe la discriminación contra las y los jóvenes en edad escolar a causa de la maternidad o paternidad, según se establece en la Ley Orgánica Constitucional de Educación. De la misma manera se prohíbe toda exclusión, marginación o menoscabo al derecho a la educación o la salud a causa de la pertenencia a un grupo social u orientación sexual determinada, que se manifieste, por ejemplo, en la expulsión de los establecimientos educacionales, públicos o privados, en cualquier otra acción vejatoria o en la negación de servicios o acciones de salud.

Titulo II
Conceptos Generales

Artículo 6

La salud sexual y reproductiva es un estado de completo bienestar físico, mental, emocional y social en todos los aspectos de la vida humana vinculados a la sexualidad y a la reproducción. No se trata solamente de la ausencia de enfermedades ni de una esfera meramente médica sino de una noción integradora de las múltiples facetas humanas comprendidas en las decisiones, comportamientos y vivencias sexuales y reproductivas.

Artículo 7

Los derechos sexuales y reproductivos aseguran a todas las personas la posibilidad de tomar decisiones libres e informadas en cuanto a su vida sexual y reproductiva, y de ejercer su sexualidad y reproducción sin ningún tipo de coacción y/o violencia. Ellos suponen que todas las personas puedan contar con la información, la educación, el acceso a los servicios, medios y mecanismos que se requieren para tomar dichas decisiones.

Título III
Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos

Artículo 8

Es deber del Estado diseñar y ejecutar las políticas públicas que garanticen y promuevan la salud y los derechos sexuales y reproductivos, mediante los programas y acciones necesarios a tal efecto, especialmente las que aseguren la información, la educación y acceso a los servicios que esta ley regula, para todas las personas, y las que prevengan las infecciones de transmisión sexual, y el embarazo no planeado y/o deseado.

Artículo 9

Se reconoce el derecho a toda persona a ejercer la sexualidad independiente de la reproducción, y la libertad para elegir con quien vivir la sexualidad.

Artículo 10

Se reconoce el derecho a la libertad sexual e integridad física y síquica de las personas en materia sexual, lo que implica el derecho a decidir libremente sobre el ejercicio de la sexualidad, a la autonomía y control corporal y a no ser sometido a ninguna forma de coacción, abuso, tortura, o violencia sexual.

Artículo 11

Se reconoce el derecho de todas las personas a acceder a una educación integral para la vida afectiva y sexual desde la temprana edad, posibilitando su bienestar, su desarrollo y el ejercicio de la sexualidad en forma plena, libre e informada. Es deber del Estado orientar, informar y educar sobre la sexualidad y la reproducción utilizando contenidos actualizados y basados en la evidencia científica y metodologías adecuadas según la edad y la etapa de escolaridad de las personas.

Artículo 12

Se reconoce el derecho de las personas a tomar decisiones libremente respecto de la procreación, lo que implica que las personas puedan decidir libre, informada y responsablemente si desean o no tener hijos/as, el número de estos y el intervalo entre los nacimientos. Se reconoce también el derecho de mujeres y hombres a recuperar la fertilidad cuando ésta no se ha conseguido por falta de información y/o por falta de tratamientos adecuados. Se prohíbe toda forma de violencia, coacción y discriminación de cualquier naturaleza en el ejercicio de este derecho.

Artículo 13

Es deber del Estado asegurar y garantizar el acceso a servicios de salud de calidad y adecuados a las necesidades de mujeres y hombres en todo el ciclo vital, que promuevan la salud integral y ayuden a recuperarla.

Lo anterior implica la promoción de servicios en salud sexual y reproductiva destinados a las personas en todo su ciclo vital, incluidas/os las y los adolescentes. Los servicios deben entregar atención prenatal, atención del parto, cuidados post-natales; prevención y tratamiento de las infecciones de transmisión sexual y VIH/SIDA; prevención y tratamiento adecuado de la infertilidad; prevención y tratamiento adecuado del cáncer cérvico uterino, de mama, de testículo y de próstata; prevención del embarazo no planeado o no deseado; acceso libre a los mecanismos de anticoncepción de cualquier naturaleza; atención de calidad, humanitaria, confidencial y digna en el tratamiento de las complicaciones del aborto y sus efectos en la salud de las mujeres; orientación y consejería en regulación de la fertilidad post aborto y servicios multidisciplinarios adecuados para la menopausia y la tercera edad.

Artículo 14

Se reconoce el derecho a acceder a servicios de orientación y consejería que entreguen información clara, comprensible y completa sobre todos los métodos de regulación de la fecundidad y de prevención de infecciones de transmisión sexual, incluido el VIH/SIDA. Se reconoce el derecho de todas las personas a acceder a todos los métodos anticonceptivos seguros y eficaces de regulación de la fertilidad que cumplan con los estándares internacionales de seguridad y eficacia según la evaluación hecha por la Organización Mundial de la Salud
. Se reconoce el derecho de todas las personas a acceder a los tratamientos necesarios de las patologías relacionadas con la actividad sexual y las funciones reproductivas. Se prohíbe toda discriminación que implique menoscabo, restricción o limitación al ejercicio de este derecho por razones de edad o sexo.

Al funcionario que niegue el acceso a la información y a los servicios señalados en el inciso primero se aplicará lo dispuesto en el artículo 55 letras a), b), y c) del Estatuto Administrativo y será sancionado conforme a dicha norma.

Artículo 15

La esterilización femenina y masculina sin el consentimiento de la persona o supeditada al consentimiento de terceros y el uso forzado de anticonceptivos son actos discriminatorios y de violencia que constituyen violaciones a los derechos humanos, por lo que dichos actos deben ser prohibidos y eliminados.

Ninguna persona con discapacidad mental podrá ser esterilizada sin su consentimiento, salvo autorización judicial o las excepciones contempladas en el ordenamiento jurídico vigente. Sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pudieren incurrir los órganos o personas involucradas.

Artículo 16

Las experimentaciones sobre métodos anticonceptivos y acciones para regular la fertilidad deben estar sujetas a los protocolos de experimentación científica que fije la autoridad y ser aprobados conforme a las normas vigentes.
Artículo 17

Se reconoce a las/los usuarias/os de los servicios de salud públicos y privados el derecho a la confidencial id ad de la información relacionada con la salud sexual y reproductiva. Todo profesional y funcionario/a de un servicio de salud pública o privado que incurriere en una infracción a la violación de la confidencial ¡dad establecida en el inciso anterior será penado conforme al artículo 246 del Código Penal y será responsable civilmente de acuerdo a las normas generales.

Anexo

El presente proyecto de Ley Marco sobre Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos está basado en el proyecto de Ley Marco sobre Derechos Sexuales y Reproductivos impulsado por el Foro de Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos entre los años 1998 y 1999 y por instituciones de la sociedad civil, con apoyo de la ex Diputada Fanny Pollarolo. Este proyecto fue elaborado por un equipo de profesionales formado por: Lidia Casas; Claudia Dides; Leonardo Estradé; Timothy Frasca; Josefina Hurtado; Alvaro Magaña; María Isabel Matamala Camila Maturana; Pilar Maynou; Hugo Ocampo; Gabriela Pischedda; Sergio Zorrilla.

La versión actualizada en el año 2008 ha sido elaborada gracias a la colaboración de: Soledad Díaz, Instituto Chileno de Medicina Reproductiva; Verónica Schiappacasse, PROSALUD, Chile; Claudia Dides, Programa Género y Equidad, FLACSO-Chile; Lidia Casas, Universidad Diego Portales, Dr. Guillermo Galán APROFA.

Organizaciones participantes del proceso 1998‑1999:

1. Foro Red Salud de Derechos Sexuales y Reproductivos:

CADOC-Centro de Apoyo y Desarrollo de Organización Comunitaria; Colectivo Con-spirando; Comisión Chilena de Prevención del Sida; Comité de Servicio Chileno; Corporación de Salud y Políticas Sociales- CORSAPS; Corporación de Desarrollo de la Mujer, La Morada; Educación para el Mejoramiento de la Calidad de Vida. EDUK; Corporación de Desarrollo de La Mujer. DOMOS; Movimiento Pro Emancipación de la Mujer Chilena-MEMCH; SOL; Laura Anguita, Educadora; Dora Canales, Teóloga; Jan Hopman, Teólogo; Margarita Ibarra, Enfermera Salud Ocupacional; Foro I Región: Centro de Encuentro de la Mujer. CEDEMU; Foro V Región: Casa de La Mujer de Valparaíso; Católicas por el Derecho a Decidir; CIDPA-Centro de Investigación y Desarrollo Poblacional Achupallas; Colectivo Caleidas; COTRA-Adolescentes y Medio Ambiente. Las Sembradoras. MEMCH 83. Unión Comunal de Centros de Madres de Viña del Mar; RUCAR ‑ Participación Ciudadana; Foro VII Región: Casa de la Mujer Yela; Casa de la Mujer Sol y Esperanza; Foro VIII Región: Pachamama; Casa de Los Colores; Foro X Región: Corporación El Medán; Red de Mujeres Valdivia;

2.
Grupo Iniciativa: Centro de Estudios para el Desarrollo de la Mujer-CEDEM; Centro de Estudios de 1a Mujer-CEM; Corporación de Desarrollo de La Mujer-DOMOS; FEMPRESS-Red de Comunicación Alternativa de la Mujer para América Latina; Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales-FLACSO; Fundación IDEAS; Instituto de la Mujer; ISIS Internacional; Corporación de Desarrollo de La Mujer, La Morada; MEMCH; PROSAM- Programa de Acción con Mujeres.

3. 
Asociación Chilena de Protección a la Familia-APROFA.

4. 
Centro de Investigaciones en Bioética y Salud Pública. CIBISAP. Universidad de Santiago.

5.

Centro de Alumnos. Escuela de Obstetricia. Universidad de Santiago.

6.

Instituto Chileno de Medicina Reproductiva-ICMER.

7.

Federación de Estudiantes USACH.

8.

Red de Salud de las Mujeres Latinoamericanas y El Caribe-RSMLC.

� Contenidos resumidos y actualizados del Proyecto de Ley Marco sobre Derechos Sexuales y Reproductivos. 2000. Ver anexo.


� Algunos contenidos de la introducción han sido tomados de Decreto Supremo N° 48 2007, del Ministerio Salud.


� United Nations. Report of the International Conference on Population and Development, Cairo, September, 1994. New York, United Nations. 1994.


� United Nations. Report of the International Conference on Population and Development, Cairo, September, 1994. New York, United Nations, 1994.
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